Google 



This is a digital copy of a book that was prcscrvod for gcncrations on library shclvcs bcforc it was carcfully scannod by Google as parí of a projcct 

to make the world's books discoverablc onlinc. 

It has survived long enough for the copyright to expire and the book to enter the public domain. A public domain book is one that was never subject 

to copyright or whose legal copyright term has expired. Whether a book is in the public domain may vary country to country. Public domain books 

are our gateways to the past, representing a wealth of history, culture and knowledge that's often difficult to discover. 

Marks, notations and other maiginalia present in the original volume will appear in this file - a reminder of this book's long journcy from the 

publisher to a library and finally to you. 

Usage guidelines 

Google is proud to partner with libraries to digitize public domain materials and make them widely accessible. Public domain books belong to the 
public and we are merely their custodians. Nevertheless, this work is expensive, so in order to keep providing this resource, we have taken steps to 
prcvcnt abuse by commercial parties, including placing lechnical restrictions on automated querying. 
We also ask that you: 

+ Make non-commercial use of the files We designed Google Book Search for use by individuáis, and we request that you use these files for 
personal, non-commercial purposes. 

+ Refrainfivm automated querying Do nol send automated queries of any sort to Google's system: If you are conducting research on machine 
translation, optical character recognition or other áreas where access to a laige amount of text is helpful, picase contact us. We encouragc the 
use of public domain materials for these purposes and may be able to help. 

+ Maintain attributionTht GoogXt "watermark" you see on each file is essential for informingpcoplcabout this projcct and hclping them find 
additional materials through Google Book Search. Please do not remove it. 

+ Keep it legal Whatever your use, remember that you are lesponsible for ensuring that what you are doing is legal. Do not assume that just 
because we believe a book is in the public domain for users in the United States, that the work is also in the public domain for users in other 
countries. Whether a book is still in copyright varies from country to country, and we can'l offer guidance on whether any specific use of 
any specific book is allowed. Please do not assume that a book's appearance in Google Book Search means it can be used in any manner 
anywhere in the world. Copyright infringement liabili^ can be quite severe. 

About Google Book Search 

Google's mission is to organizc the world's information and to make it univcrsally accessible and uscful. Google Book Search hclps rcadcrs 
discover the world's books while hclping authors and publishers rcach ncw audicnccs. You can search through the full icxi of this book on the web 

at |http: //books. google .com/l 



Google 



Acerca de este libro 

Esta es una copia digital de un libro que, durante generaciones, se ha conservado en las estanterías de una biblioteca, hasta que Google ha decidido 

cscancarlo como parte de un proyecto que pretende que sea posible descubrir en línea libros de todo el mundo. 

Ha sobrevivido tantos años como para que los derechos de autor hayan expirado y el libro pase a ser de dominio público. El que un libro sea de 

dominio público significa que nunca ha estado protegido por derechos de autor, o bien que el período legal de estos derechos ya ha expirado. Es 

posible que una misma obra sea de dominio público en unos países y, sin embaigo, no lo sea en otros. Los libros de dominio público son nuestras 

puertas hacia el pasado, suponen un patrimonio histórico, cultural y de conocimientos que, a menudo, resulta difícil de descubrir. 

Todas las anotaciones, marcas y otras señales en los márgenes que estén presentes en el volumen original aparecerán también en este archivo como 

tesümonio del laigo viaje que el libro ha recorrido desde el editor hasta la biblioteca y, finalmente, hasta usted. 

Normas de uso 

Google se enorgullece de poder colaborar con distintas bibliotecas para digitalizar los materiales de dominio público a fin de hacerlos accesibles 
a todo el mundo. Los libros de dominio público son patrimonio de todos, nosotros somos sus humildes guardianes. No obstante, se trata de un 
trabajo caro. Por este motivo, y para poder ofrecer este recurso, hemos tomado medidas para evitar que se produzca un abuso por parte de terceros 
con fines comerciales, y hemos incluido restricciones técnicas sobre las solicitudes automatizadas. 
Asimismo, le pedimos que: 

+ Haga un uso exclusivamente no comercial de estos archivos Hemos diseñado la Búsqueda de libros de Google para el uso de particulares: 
como tal, le pedimos que utilice estos archivos con fines personales, y no comerciales. 

+ No envíe solicitudes automatizadas Por favor, no envíe solicitudes automatizadas de ningún tipo al sistema de Google. Si está llevando a 
cabo una investigación sobre traducción automática, reconocimiento óptico de caracteres u otros campos para los que resulte útil disfrutar 
de acceso a una gran cantidad de texto, por favor, envíenos un mensaje. Fomentamos el uso de materiales de dominio público con estos 
propósitos y seguro que podremos ayudarle. 

+ Conserve la atribución La filigrana de Google que verá en todos los archivos es fundamental para informar a los usuarios sobre este proyecto 
y ayudarles a encontrar materiales adicionales en la Búsqueda de libros de Google. Por favor, no la elimine. 

+ Manténgase siempre dentro de la legalidad Sea cual sea el uso que haga de estos materiales, recuerde que es responsable de asegurarse de 
que todo lo que hace es legal. No dé por sentado que, por el hecho de que una obra se considere de dominio público para los usuarios de 
los Estados Unidos, lo será también para los usuarios de otros países. La l^islación sobre derechos de autor varía de un país a otro, y no 
podemos facilitar información sobre si está permitido un uso específico de algún libro. Por favor, no suponga que la aparición de un libro en 
nuestro programa significa que se puede utilizar de igual manera en todo el mundo. La responsabilidad ante la infracción de los derechos de 
autor puede ser muy grave. 

Acerca de la Búsqueda de libros de Google 



El objetivo de Google consiste en organizar información procedente de todo el mundo y hacerla accesible y útil de forma universal. El programa de 
Búsqueda de libros de Google ayuda a los lectores a descubrir los libros de todo el mundo a la vez que ayuda a autores y editores a llegar a nuevas 
audiencias. Podrá realizar búsquedas en el texto completo de este libro en la web, en la página |http : / /books . google . com| 




^ 



REAL DECRETO 



DE 



26 iDS £TO'\rxs3Sd:sxis iDS leeT 



ADAPTANDO 



LA 



LEY ELECTORAL DE 26 DE JMIO DE 1890 



A LAS ISLAS DE 



OUB-A. Y I>UERTO RICO 




IMPRENTA DEL GOBIERNO Y CAPITANÍA GENERAL POR S. M. 



/ 



V 



• i 



LEY ELECTORAL 



DE 



»0 !>£ JUICIO DS 1800 



> 



los casos, los funcionarios de todas clases que atenten 
A los derechos enumerados en su título I." 

De suerte que si por disposiciones arbitrarias con- 
tra las cuales no cabe recurso, por penalidades im- 
puestas en los bandos de los Gobernadores generales, 
ó por omisiones de leyes procesales, el ciudadano 
puede ser cohibido, vejado y hasta deportado á terri- 
torios lejanos, no le es posible ejercitar, ni el derecho 
de hablar, pensar y escribir, ni la libertad de ense- 
ñanza, ni la tolerancia religiosa, ni cabe practicar el 
derecho de reunión y el de asociación. 

Y sin embargo, en su ejercicio regular y tranquilo 
se funda todo el derecho moderno, por lo cual donde 
quiera que se coarte, cesa la igualdad ante la ley, y 
con ésta desaparece la unidad constitucional, y se en- 
gendran aquellos torcidos sentimientos que llevan 
hasta atentar li la integridad del territorio. El lazo 
geográfico con todos los encantos y atractivos que 
ofrece, no puedehacer olvidar aquella otra aspiración 
más profunda y más esencial, como que arranca de la 
misma naturaleza humana. 

Es, pues, acto de buena política, y en todo caso 
acto de rigurosa justicia hacer cuanto esté en manos 
del Gobierno para que la Constitución se aplique desde 
ahora en toda su integridad en el territorio antillano, 
borrando las huellas de la desigualdad, y previniendo 
por una revisión completa de la legislación, que por 
confusiones ó errores, pueda haber españoles á quie- 
nes no alcance la acción protectora de las leyes. 

No es seguramente otro el sentido del articulo 89 
de la Constitución; su previsión al dejar á la elección 
de los Gobiernos el momento y la manera de aplicar 
las leyes á las islas de Cuba y Puerto Rico, más que 
autoriza, impone al Gobierno el deber de publicar este 
decreto en el momento mismo en el cual somete A la 
aprobación de V. M, aquella otra disposición que va 
á dar á nuestros hermanos de las Antillas el derecho 
de gobernarse á sí propios; que no se apreciaría en 
cuanto vale esa medida, si en las regiones del poder 
central dominaran la suspicacia y el recelo, tras de los 
cuales viene la arbitrariedad. Puesto que en la Pe- 
nínsula hemos creído que todas las funciones guberna- 
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átales eran posibles dentro de la Constitución del 
ado y con sujeción á las leyes para su desenvolvi- 
■nto dictadas; puesto que aquí tampoco nos faltan 
mplos de apelaciones á la fuerza; para las cuales, 
embargo, consideramos suficiente la ley de Orden 
ilico, faltaría la lógica, y por consiguiente la auto- 
id necesaria para gobernar con prestigio, si no se 
clamase como primera y significativa parte de la 
isformación que damos á nuestro régimen colonial 
inidad constitucional, lazo de unión de todos los 
añoles, dentro del cual el libre gobierno local de 
lellos preciados territorios restablecerá la confianza 
la madre patria y será prenda segura de la siaceri- 

con que quiere hacerles amable su soberanía. 

Fundado en estas razones, el Gobierno tiene la 
ira de someter A la aprobación de V. M. el adjunto 
yecto de decreto. 

Madrid, 25 de noviembre de 1S97. 

SEÑORA: 

Á L. R. P. de V. M., 

Práxedes Mateo Sagasla. 



REA.L DECRETO 



De acuerdo con el parecer de Mi Consejo de Mi- 
tros, y en virtud de la autorización que concede á 
Gobierno el artículo 89 de la Constitución; 

En nombre de Mi Augusto Hijo el Rey D. Alfon- 
XIII, y como Reina Regente del Reino, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo 1." Los españoles residentes en las An- 
as gozarán, en los mismos términos que los resi- 
nes en la Península, de ios derechos consignados 
el título 1.' de la Constitución de la Monarquía y 
las garantías con qne rodean su ejercicio las leyes 

Reino. 

A este fin, y con arreglo al artículo 89 de la Cons- 
ición, las leyes complementarias de sus preceptos, 
n especial la de Enjuiciamiento criminal, la de Or- 
i público, la de Expropiación forzosa, la de Instruc- 
n pública y las de Imprenta, Reunión y asociación 
1 Código de Justicia militar, regirán en todo su 
or en las islas de Cuba y Puerto Rico, de suerte 
í pueda cumplirse en toda su integridad el artículo 
de la Constitución. 

Art. 2." En tiempo de guerra regirá en las An- 
as la ley de Orden público con la restricción y en 
términos establecidos en el articulo 17 de la Cons- 

ICiÚQ. 

Art. 3." El Ministerio deUltramar, oyendo al Con- 
3 de Estado, revisará la legislación de las Antillas 
33 bandos publicados por los Gobernadores genera- 
desde la promulgación de la Constitución, y publi- 



los resultados de esa revisión 
me ni en la gobernación ni en 

justicia en aquellos territorio 
egligencia invocarse ni aplícarS' 
tuvieran en contradicción con la 

Constitución de la Monarquía 
Palacio á veinticinco de novii 
os noventa y siete. 

MARÍA CRIST 

tet Consejo de Ministros, 
s Maleo Sagasla. 



SEÑORA.: Coraplemenlo del decreto que iguala á 
los españoles en el uso y disfrute de los derechos 
constitucionales y preparación iiidispensable para la 
organización del Gobierno local en las Antillas es la 
aplicación á aquellos territorios de la ley del sufragio 
electoral que rige en la Península. 

Para lograrlo, hubiera podido el Gobierno limi- 
tarse á su reproducción pura y simple: pero la dificul- 
tad de hacerlo aparecerá en cuanto se recuerde que 
para ma3^or garantía del derecho electoral, las Cortes 
del Reino, procediendo con previsión, y en su deseo 
de evitar que por disposiciones reglamentarias, al pa- 
recer sin importancia, se pudiera lesionar derecho que 
tanto valor tiene en la vida pública, quisieron incluir 
dentro de la ley hasta las últimas y más minuciosas 
disposiciones que regulasen su ejercicio. 

Por eso hay en ella dos clases de disposiciones: 
una que comprende la definición del derecho y la ga- 
rantía de la emisión del voto, y otra que establece las 
condiciones, por decirlo así, preparativas de aquellos 
objetos. De aquí la necesidad de distinguir entre es- 
tas dos partes de la ley. 

La primera tiene indudablemente un carácter que 
sólo cede en importancia á los preceptos constitucio- 
nales, y por tanto, debe, al igual de éstos, ponerse á 
cubierto de los cambios ó modificaciones á que se halla 
frecuentemente expuesta la legislación. 

De ella sólo toca decir al Gobierno, que puesto 
que la hemos reconocido buena y conveniente para la 
Península, es obligación ineludible extenderla y apli- 
carla á Ultramar. 
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Uwr tuÁs profundo interés en su éxito que los mis- 
mo» nup por H han de gobernarse. 

K.J'i"".'^'*^*' */' '''''^■'' consideraciones, el Gobierno 
»l^;»í- la honra de someter á la aprobación de \'. Al el 
íKljtinto proyecto de decreto. 

Madrid, 25 dt* noviembre de 1897. 

SEÑORA: 
A L. R. P. de V. M. 

Práxedes Mateo Sagasta, 



REAL DECRETO 



De acuerdo con el parecer de Mi Consejo de Mi- 
nistros y en virtud de la autorización que concede á 
Mi Gobierno el artículo 89 de la Constitución de la 
Monarquía; 

En nombre de Mi Augusto Hijo el Rey D. Alfon- 
so XIII, y como Reina Regente del Reino, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo 1.^ Se promulgará y observará en las 
islas de Cuba y Puerto Rico la ley Electoral de 26 de 
junio de 1890, con las modificaciones que para adap- 
tarla á las condiciones de aquellos territorios se han 
introducido en el texto que se publica á continuación 
de este decreto. 

Art. 2.° Por el Ministerio de Ultramar se dicta- 
rán el reglamento y las demás disposiciones necesa- 
rias para la ejecución del presente decreto, del cual el 
Gobierno dará cuenta á las Cortes. 

Dado én Palacio á veinticinco de noviembre de 
mil ochocientos noventa y siete. 

MARÍA CRISTINA. 

El Presidente del Consejo de Ministros, 
Práxedes Mateo Sagasta, 
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TITULO PRIMERO 

DISPOSICIONES GENERALES PARA LAS ELECCIONES 

CAPÍTULO PRIMERO 
Del Derecho Electoral, 

Artículo 1.^ Son electores en las islas de Cuba y 
Puerto Rico todos los españoles varones, mayores de 
veinticinco años, que se hallen en el pleno goce de sus 
derechos civiles y sean vecinos de un Municipio, en el 
que cuenten dos años al menos de residencia. 

Las clases é individuos de tropa que sirvan en los 
Ejércitos de mar ó tierra, no podrán emitir su voto 
mientras se hallen en las fílas. 

Queda establecida la misma suspensión respecto 
de los que se encuentren en condiciones semejantes 
dentro de otros Cuerpos ó Institutos armados depen- 
dientes del Estado, la provincia y el Municipio. 

Art. 2.^ No pueden ser electores: 

1 .® Los que por sentencia firme hayan sido con- 
denados á las penas de inhabilitación perpetua para 
derechos políticos ó cargos públicos, aunque hubiesen 
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sido indultados, á no haber obtenido antes rehabilita- 
ción personal por medio de una ley. 

2.** Los que por sentencia firme hayan sido con- 
denados á pena aflictiva, si no hubieren obtenido reha- 
bilitación dos años, por lo menos, antes de su inscrip- 
ción en el censo. 

3.° Los que, habiendo sido condenados á otras 
penas por sentencia firme, no acreditaren haberlas 
cumplido. 

4.° Los concursados ó quebrados no rehabilita- 
dos conforme á la ley, y que no acrediten documental- 
mente haber cumplido todas sus obligaciones. 

5.*^ Los deudores á fondos públicos como segun- 
dos contribuyentes. 

6.^ Los que se hallen acogidos en establecimien- 
tos benéficos, ó estén á su instancia autorizados admi- 
nistrativamente para implorar la caridad pública. 

CAPÍTULO II 

Del Censo Electoral, 

Art. 3.^ Para ejercer el derecho electoral es in- 
dispensable estar inscrito en el censo electoral, que es 
el registro en donde' constan el nombre y los apellidos 
paterno y materno, si los tuvieren, de los ciudadanos 
españoles calificados de electores. 

El Censo es permanente, y no será modificado sino 
por virtud de la revisión anual. 

Art. 4.^ La formación, revisión, custodia é ins- 
pección del censo estarán á cargo, según las atribucio- 
nes respectivas, de la Junta central establecida por la 
ley de 26 de junio de 1890, de Juntas provinciales y de 
Juntas municipales, que se denominarán del Censo 
electoral. 

Las Juntas provinciales residirán en las capitales 
de cada provincia, y las municipales en cada Munici- 
pio. Todas ellas tendrán carácter permanente. 

Las Juntas provinciales serán presididas por los 
Magistrados de la Audiencia de la respectiva provin- 
cia que designe el Presidente de la territorial á que 
aquélla corresponda, y las municipales por los Jueces 
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de primera instancia, y en su defecto, por los funcio- 
narios públicos que para este objeto elija el Presidente 
de la Audiencia de la provincia. 

El número de Vocales de las Juntas provinciales 
será de quince, y se necesitará para deliberar y tomar 
acuerdo la concurrencia de nueve Vocales. 

Son Vocales natos de las Juntas provinciales: 

1 .° El Presidente y el Vicepresidente de la Dipu- 
tación respectiva. 

2.° El ex Presidente más antiguo de la misma 
Diputación, avecindado en la provincia. 

3.^ Cuatro contribuyentes elegidos á la suerte 
entre los que paguen la primera cuota por contribu- 
ción territorial y sean vecinos de la provincia. 

4.° Cuatro contribuyentes elegidos á la suerte 
entre los que paguen la primera cuota por contribu- 
ción industrial y sean vecinos de la provincia. 

5.° Cuatro vecinos de la misma que acrediten 
por medio de titulo oficial su capacidad profesional ó 
académica. 

Serán suplentes de los contribuyentes, ocho por 
contribución territorial y otros ocho por contribución 
industrial, avecindados en la provincia, que paguen 
las cuotas mayores; y de los vecinos con título oficial, 
los que reúnan las mismas condiciones exigidas á éstos. 
Unos y otros serán elegidos por la suerte. 

Los sorteos de contribuyentes, capacidades y sus 
suplentes, se verificarán en acto público ante la Au- 
diencia de la respectiva provincia por el Presidente de 
la misma. 

Son Vocales natos de las Juntas municipales: 

1.° El Alcalde y el Síndico del Ayuntamiento. 

2.° El Juez y Fiscal municipal. 

3.^ Los ex Alcaldes, vecinos del Ayuntamiento. 

4.° Cuatro mayores contribuyentes por territorial 
y cuatro por industrial, también vecinos del Ayunta- 
miento. 

5.° Cuatro vecinos del mismo que acrediten por 
medio de título oficial su capacidad profesional ó aca- 
démica. 

Los contribuyentes y capacidades serán elegidos 
á la suerte por el presidente de la Junta municipal en 



sesión pública ante el Ayuntamiento respectivo, en la 
forma dispuesta para las Juntas provinciales. 

En el mismo acto, y de i«j^ual modo, serán elegi- 
dos los suplentes. 

Las Juntas municipales no podrán deliberar ni to- 
mar acuerdos sin la concurrencia de doce Vocales, por 
lo menos. 

Serán Secretarios de Lis Juntas provinciales los 
Secretarios de las Audiencias, y de las municipales 
los Secretarios de los Juzi^ados de primera instancia, 
y á falta de éstos, los de los municipales. 

Los Secretarios no tendrán voz ni voto, y serán 
auxiliados por los empleados de las respectivas Secre- 
tarías. 

Para todas las sesiones que las Juntas deban cele- 
brar, el Presidente respectivo convocará á los Voca- 
les natos y á los suplentes que considere necesarios. 
Si á pesar de ésto no se reuniese número suficiente, la 
sesión se celebrará al día siguiente, previa convocato- 
ria de los suplentes que residan en la capital, y con el 
número de los que asistan. 

CAPÍTULO ni 

De las votaciones. 

Art. 5.° En cada Sección electoral habrá una 
Mesa encargada de presidir la votación, compuesta de 
un Presidente y de los interventores nombrados por 
la Junta del Censo y por los candidatos que, teniendo 
derecho á designarlos, hagan uso del mismo. 

Esta Junta será la provincial cuando se trate de 
elecciones de Diputados á Cortes, de Representantes 
ó de Diputados provinciales, y la municipal cuando 
haya de precederse á la elección de Concejales. 

Art. 6.^ En toda convocatoria para la elección 
general ó parcial se señalará un solo día, que será 
siempre domingo para las votaciones. 

La votación se hará simultáneamente en todas las 
Secciones en el día designado, comenzando á las ocho 
en punto de la mañana, y continuando sin interrupción 
hasta las cuatro de la tarde, en que se declarará de- 
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imente cerrada, y comenzará el recuento de 

rt. 1.° La votación será secreta poí papeletas, 
irá en la forma que los reglamentos determinen, 
rt, 8." No podrá estar en la puerta del Colegio 
ral en ningún caso la fuerza de instituto armado, 
rá penetrar en él sino por causa de perturbación 
Jen público y requerida por el Presidente. 

TITULO II 

.POSICIONES ESPECIALES PARA LAS ELECCIONES 

CAPÍTULO PRIMERO 

De las elecciones de Senadores. 

rt. 9." Son elegibles para Senadores los espa- 
que reúnan las condiciones que determina el 
o 22 de la Constitución de la Monarquía, siem- 
le no estén comprendidos en alguno de los ca- 
incapacidad ó incompatibilidad que establece 

rt, 10. Las elecciones de Senadores se harán 
reglo á lo dispuesto en las leyes de 8 de febrero 
7 y 9 de enero de 1879. 

)s Senadores, después de admitidos por el Se- 
represeotan individual y colectivamente á la 

CAPÍTULO II 

De las elecciones de Diputados d Corles. 

rt. 11. Son elegibles para el cargo de Dipu- 
i Cortes todos los españoles varones de estado 
, mayores de veinticinco años, que gocen todos 
rechos civiles, siempre que no estén compren- 
en alguno de los casos de incapacidad ó incom- 
idad que establece la ley. 

rt. 12. Los Diputados á Cortes serán elegidos 
amenté por los electores de los distritos electo- 
con sujeción á esta ley y á los reglamentos; pero 
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^>*^^>.^v/5^ /f^7^f';^ ::^: : >: y^vLzr^ lis elc-irires q::e, 
fyr,f íí/y.'^ ';/ , "//ífT f.y^rr^j af.Or rcr 1 3 nie-os ce resi- 
'> ,v ,í> í,^;í ^ fj ^;; *Ar:u\:/, r^^^zÁ^ryi:!. z-^n^zL :ira c::olí 
/J,^'/ ^;> ^;/ í^'.; ', .^: --y/'- r.r'mlin en la'lo-zalilad ios deys 
j/(,({.* t^A t^rri//'% '>, \hi\ íf-^ta- de con:rf-::ijer::es por el 
ír^í/ */ •;^// f*rn*onH\ y por el de sn'ísíiió íniastrial y 
^/ ///r/,' f/ K/; y 'fi f'/'5 M::ní j'píos menores de l.Q-» y 
fh^ty/fft^r fU: 4V; v^r^ínos, los que satíífag^an cuotas 
éotfff/tntfií^íit^ fu \o\ prírn^TOS cuatro quintos de las 
f ' í' f Vhi^ \i^A',í'0, í'u UfH Ayuntamientos que no excedan 
(h ^^f*t vt't /non, ^'.^-rfij} cle^^íbles todos los electores. 

^t* i<íu UfU'fná^ írK'iuídos en el número de los ele- 
i/\hít't> Ufihfi^ Io>.qiK: contribuyan con cuota iguálala 
tttfit;, Uit)ft í|ii<' cu cada t/rrmíno municipal corresponda 
piíüttr p/ir;i í%#tIo con arríij/lo al párrafo anterior. 

i./;fequíT í»i/'ndo vecinos paguen alguna cuota de 
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contribución y acrediten por medio de título oficial su 
capacidad profesional ó académica, serán también 
elegibles. 

Igualmente lo serán los que acrediten que sufren 
descuento en los haberes que perciben de fondos gene- 
rales, provinciales ó municipales, siempre que el im- 
porte del descuento se halle comprendido en la propor- 
ción marcada anteriormente para los elegibles en las 
poblaciones de 1,000 y 400 vecinos respectivamente. 

Se estimará la cuota acuníulando las que satisfa- 
gan los contribuyentes dentro y fuera del pueblo por 
impuesto directo y por recargos niunicipales. ,Para 
computar la contribución á los electores y á los elegi- 
bles, se considerarán bienes propios: respecto de los 
maridos, los de sus mujeres, mientras subsista la so- 
ciedad conyugal; respecto de los padres, los de sus 
hijos que legítimamente administren; respecto de los 
hijos, los suyos propios cuyo usufructo no tuvieren 
por cualquier concepto. 

Art. 17. No podrán ser elegidos para ninguno de 
los cargos á que se refieren los tres artículos anterio- 
res los que se hallen comprendidos en alguno de los 
casos de incapacidad ó incompatibilidad que establez- 
can las leyes respectivas. 

Art. 18. Serán electores para Consejeros de Ad- 
ministración los que determina el artículo 25 de la ley 
Electoral de Senadores de la Península. Las disposi- 
ciones del capítulo 4.^ de dicha ley se aplicarán á la 
formación de las listas de electores v á la elección de 
los Consejeros de Administración, en la forma que de- 
terminen los reglamentos. 

Art. 19. En los distritos en que deba elegirse un 
Representante, un Diputado provincial ó un Concejal, 
cada elector no podrá dar válidamente su voto más 
que á una persona; cuando se elijan más de uno, hasta 
cuatro, tendrá derecho á votar á uno menos del nú- 
mero de los que hayan de elegirse en su respectivo 
distrito; á dos menos si se eligieran más 3e cuatro, y 
á tres menos si se eligieran más de ocho. 

Las demás disposiciones relativas al procedimien- 
to electoral serán las que se determinen en las leyes 
orgánicas respectivas y en los reglamentos. 
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fí* '>; i/y*, "fx.^^-zK '-^^\\\rjc^'^, en tí irt^r^o ::. i«ri C>- 

vi$^ «í^-r^tj*:, v;4^ri el carict-tr ¿c Li% rer-jor^is rescon- 

vrá í ;^ ,íí:<^/Ja, cti'^í^uí'rra omLvI-Sn in.:eTK:íorL.tvii en los 
íj<x wrri"nt//> á qne s^ reñere el p irrato anterior, qae 
pT4^:fJa íffertar aí re-.alLido de la e!eccí»Sn- 

Art, 21 , Los Tribunales, sin embarí^o, rebajarán 
#'ri Mno </ d^^"* í^rados las penas, imponiéndolas en el 
r^ii^' entím^'n conveniente, sec^Jín las circunstancias es- 
pf'f ííu H^ del raso, el escándalo ó alarma que hubieren 
jyfodij^'ído, y Síf.mpre que no resulte conexidad con 
otros úflítoH penados por el Códí^^o. 

Arl, 22, Son documentos oficiales, para los efec- 
tOH de esta ley, el censo y sus copias autorizadas, las 
;ií'las, listas, certificaciones y cuantos emanen de per- 
sona íi quien la ley encarj^ue su expedición, ya tenga 
por objeto facilitar ó acreditar el ejercicio del derecho 
elíutoral 6 su resultado, ó garantir la regularidad del 
procedimiento. 

Art. 23, Serán castigados con las penas de 
ftrn;sto mayor y multa de 500 á 5,000 pesetas, cuando 
lan disposlclonrs generales del Código penal no seña- 
Irn otra mayor, los funcionarios públicos que, por de- 
jar dr cumplir íntegra y estrictamente los deberes im- 
pucsto.H por esta ley ó por las disposiciones que se dic- 
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ten para su ejecución, contribuyan á alguno de los 
actos ú omisiones siguientes: 

1.** A que las listas de electores, ya sean prepa- 
ratorias ó definitivas, no se formen con exactitud, ó 
no estén expuestas al público durante el tiempo y en 
el lugar correspondientes. 

2.° A cualquiera alteración de los días, horas ó 
lugar en que deba celebrarse cualquier acto, ó á que 
su modo de designación pueda inducir á error. 

3.** A manejos fraudulentos en las operaciones 
relacionadas con la formación del Censo, constitución 
de las Juntas y Colegios electorales, votación, acuer- 
dos ó escrutinios y propuestas de candidatos. 

4.° A que no se extiendan con la exactitud y ex- 
presión debidas, ó no se firmen oportunamente y por 
todos los que deban hacerlo, ó á que no tengan el cur- 
so debido las actas ó documentos electorales. 

5.** A cambiar ó alterar la papeleta de votación 
que el elector entregue al ejercitar su derecho, ó á 
ocultarla de la vista del público antes de depositarse 
en la urna. 

6.** A que se impida ó dificulte á los electores, 
candidatos ó Notarios, que examinen por sí la urna 
antes de comenzar la votación, y al hacerse el escru- 
tinio, las papeletas que de eUa se extraigan. 

7.° A la anotación intencionadamente inexacta, 
de manera que oscurezca la verdad, de los nombres 
de los votantes en cualquier acto. 

8.** Al recuento inexacto de votos en acuerdos 
referentes á la formación ó rectificación del censo ó á 
operaciones electorales, y á la lectura también inexac- 
ta de papeletas. 

9.° A descubrir el secreto del voto ó de la elec- 
ción con el fin de infiuir en su resultado. 

10. A que se haga proclamación indebida de 
persona. 

11. A que se falte á la verdad en manifestación 
verbal que deba hacerse en acto electoral, ó que por 
cualquier acción ú omisión se tienda á evitar ó dificul» 
tar el oportuno conocimiento de la verdad electoral, 

12. A suspender, sm causa grave y suficiente, 
cualquier acto electoral. 



C i' U^Cií:. t pí- ra s - ♦: ♦e'^ü v: í''. . qi: tr . n :» c ::*t: rrerj ziíi :• en 
jVb íirú'.^ivv ar:t^i'>res.te^4'L pi*r :cíei:- c:'ii:r:r •: ejf^r- 
'.«íT 5;'^<^///r. v-^STe j vv electCTe* para l De nfiei: ár ?i: ¿e- 
r*^'.fj'y C í*: z\<í,rxti'j-:i*^n cccjtra va ti- I::!:: 12. i. ccci?r::-Te 
Ci* /.*/j Cí*: rvíí.v i'^r: ♦r'-eitc^raJ, T *.i no eí>::iT:>rr prrr^o 
>' p*rri<?-0 ^-r. *r3 C6í:^o percal cc*n S2.!:ri.''r: tüIs ztitc, 
>^rá ',<:V,:íf' -CXy cf/r. ia Tr.:;'ia de li'^ á I.'kk pe=irt2S- 

Art, 2ó. Cometen ¿5emi% delito de coiccii-in e>c- 
l-orííl. ajrioue üo conste ni aparezca la inteBric'-a de 
M^r;. f/jr 6 e; cTf^rr previ 6n v>bre los electores, érjra- 
rren ^n la b<jn.í</rj del artíc-ulo anterior: 

1 ,^ Las Ai;toridadeb civiles. Tuilitares ó eclesils- 
tií,a*> que \jrt-,\f-:x\'¿'^r\ 6 recomieiiden á los electores 
que den </ rjíe;^uen sti voto á persona determinada, y 
l'A que hacjendo uv> de medios ó de agentes oñ cíales, 
6 'd\xVfr'y/Ari'\fjyft orjn timbres, sobres, sel os ó membre- 
U^ q»je puedan tener este carácter^ recomienden ó re- 
prueVm candidaturas determinadas. 

2,^ Los funcionarios públicos que promuevan ó 
iMV^/rn expedientes {gubernativos de denuncias, mul- 
tas^ alrav^s de cuentas, propíos, montes, pósitos ó 
cualquier otro ramo de la Administración, desde la 
convocatoria hasta que se haya terminado la elección. 

I/,'' Lí/s funcionarios, desde Ministro de la Corona 
ínclu«-íve, que haíjan nombramientos, separaciones, 
traslaciones ó suspensiones de empleados, agentes ó 
dcperidjentes de cualquier ramo de la Administración 
central, provincial 6 municipal, en el período desde la 
í'onvocatoría hasta después de terminado el escrutinio 
general, siempre que tales actos no estén fundados en 
causa Ieí(ítíma y afecten de alguna manera á la sec- 
ción, colcí.(ío, distrito» partido judicial ó provincia 
donde se verífiíjue la elección. 
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La causa de la separación, traslación ó suspensión 
se expresará precisamente en la orden, que se publi- 
cará en la Gaceta de Madrid y en las de la Habana ó 
Puerto Rico, si emanase de la Administración central 
y en el Boletín oficial de la provincia respectiva, sitúe- 
se dictada por la provincial ó municipal. Omitidas 
estas formalidades, se considerará realizada sin causa. 

Se exceptúan de estos requisitos los Reales de- 
cretos ú órdenes relativos á los Gobernadores civiles 
de las provincias y á los Jefes militares. 

Las separaciones, traslaciones ó suspensiones 
acordadas y no notificadas á los interesados antes del 
período electoral, no podrán llevarse á cabo durante 
dicho período, sino en los casos y en la forma excep- 
cionales definidos en este número. 

Art. 27. Incurrirán también en las penas señala- 
das en el art. 25, cuando no le fueren aplicables otras 
más graves, con arreglo á lo dispuesto en el Código 
penal : 

1.° Los que por medio de promesa, dádiva, ó re- 
muneración soliciten directa ó indirectamente, en fa- 
vor ó en contra de cualquier candidato, el voto de al- 
gún elector. 

2.° Los que exciten á la embriaguez á los elec- 
tores para obtener ó asegurar su adhesión. 

3.° El que vote dos ó más veces en una elección, 
tome nombre ajeno para votar, ó lo haga estando in- 
capacitado ó teniendo suspendido el ejercicio de tal 
derecho. 

4.^ El que á sabiendas consienta sin protesta, 
pudíendo hacerla, la emisión del voto en los casos del 
número anterior. 

5.^ El que niegue ó retarde la admisión, curso y 
resolución de las protestas ó reclamaciones de los 
electores, ó no dé resguardo de ellas al que las hi- 
ciere. 

6.° El que omita los anuncios y pregones de no- 
tificación que ordene la ley, ó no expida ó no mande 
expedir tan pronto como ésta dispone, certificación 
solicitada de actos electorales. 

7.° El que de cualquier otro modo no previsto 
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en esta ley. impida 6 diñralte qne un elector ejercite 
sos derecho* ó cumrla sas deberes. 

8/' El q'je suscite nutlsci^samente ó mantenga 
sin motivo racional dadas s^^bre la ideniiiad de ona 
persona 6 la entidad de sns derechos. 

Art. 2S- Los funciona ríos públicos qne bagan 
salir de sn domicilio ó residencia, 6 permanecer fnera 
de ellos, aunque sea con motivo de servicio público, 
á nn elector en el día de la elección ó en el qne pneda 
y quiera efectuar un acto electoral, ó los que le detn- 
víesen, privándole en casos iguales de su libertad, 
además de las penas señaladas resp)ectivamente en el 
segundo párrafo del art. 210 y en el 21*1 del Código 
pernal, incurrirán en la inhabilitación absoluta per- 
petua. 

Art. 29. Los que impidan ó dificulten la libre 
entrada y salida de los electores en el lugar en que 
deban ejercer su derecho, su aproximación á las Me- 
sas electorales, la permanencia de Notarios, candida- 
tos ó electores en los lugares en que se realicen los 
actos electorales, de manera que no puedan ni les sea 
fácil ejercitar su oficio ó su derecho y comprobar la 
regularidad de tales actos, incurrirán, siendo funcio- 
narios públicos, en la pena de arresto mayor en su 
grado mínimo y multa de 500 á 2.500 pesetas; y sien- 
do particulares, en la pena de arresto mayor en su 
grado mínimo, á no ser que al hecho estuvieren seña- 
ladas otras penas más graves en el Código penal, en 
cuyo caso se aplicarán éstas. 

Art. 30. Los funcionarios públicos que no en- 
treguen ó que demoren maliciosamente la entrega de 
documentos reclamados por comisionado especial, se- 
rán castigados como reos de delito de desobediencia 
grave á la Autoridad, sin perjuicio de la responsabi- 
lidad disciplinaria en que á la vez incurran. 

Art. 31. Los delitos previstos en el Código pe- 
nal que tengan por objeto la materia electoral, se cas- 
tigarán, cuando no sean aplicables las disposiciones 
especiales de los artículos precedentes con las penas 
que el mismo Código señale, y además con una multa 
de 125 á 1.250 pesetas, en caso de que no correspon- 
diera á aquéllos pena de esta clase. 
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Art. 32. Serán penas comunes para todos los de- 
litos relacionados directamente con las disposiciones 
de esta ley, ya se hallen en ella previstos ó lo estén 
en otra, la de inhabilitación especial temporal á per- 
petua para derecho de sufragio, cuando el culpable 
sea ó tenga el carácter de funcionario público, y la 
de suspensión del mismo derecho cuando sea parti- 
cular. 

En caso de reincidencia por delito de esta espe- 
cie, la inhabilitación correspondiente á los funciona- 
rios será absoluta perpetua, y á los particulares se 
impondrá la inhabilitación absoluta temporal, además 
de las penas correspondientes. 

CAPÍTULO II 

De las infracciones. 

Art. 33. Toda falta de cumplimiento de las obli- 
gaciones y formalidades que esta ley ó las disposicio- 
nes que se dicten para su ejecución imponj>an á cuan- 
tas personas intervengan con carácter oficial en las 
operaciones electorales, será corregida con una multa 
de 25 á 1.000 pesetas, en caso de no constituir delito. 

Los funcionarios que por cualquier causa que no 
sea la de absoluta imposibilidad justificada dejen de 
cumplir cualquiera de los servicios que le impone es- 
ta ley, ó sus reglamentos, incurrirán en la expresada 
multa, que decretará la Junta del Censo ante la cual 
debió prestarse el servicio, salvo lo dispussto en el 
artículo 42. 

En igual responsabilidad incurrirán los Presiden- 
tes de las Juntas provinciales y municipales que, de- 
biendo recibir un documento de los prevenidos en 
cualquiera de las disposiciones de esta ley ó de los 
reglamentos, no disponga bajo su responsabilidad que 
inmediatamente se recoja por comisionado especial á 
costa del que hubiere debido enviarle. 

Los que en tal caso no den conocimiento á la Jun- 
ta central de haber cumplido este deber, serán corre- 
gidos de igual modo. 
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Art. 34. Serán corregidos además como oí 
el articulo anterior: 

I." Los concurrentes á los actos electorales 
de un modo que no constituya deiito, perturben i 
den ó falten al respecto debido. 

2." Los que no teniendo derecho de entr 
los colegios electorales ó en las Juntas de escru 
no abandonaren el local A la primera intimacií 
Presidente. 

3." Los que penetren en un colegio, secc 
junta electoral con armas, palos, bastones ó para; 
no siendo Autoridad ó no hallándose impedido f 
mente. 

4." Los Notarios que, intentando ejercer s 
cío, no den conocimiento previo de su propós 
que presida el acto. 

5." Los funcionarios y los particulares por 
causa no reciba quien corresponda, en los plaz( 
ñalados y de la manera establecida en la ley, al 
comunicación, aviso, acta ó documentoque deba I 
mitirse, sin perjuicio de lo dispuesto en el númej 
del artículo 23. 

6° Los Vocales natos y suplentes de las J 
del Censo, que sin justa causa no concurrieren 
sesiones para que fueron convocados, sin habers 
cusado oportunamente. 

Serán causas justas para no concurrir á 1í 
siones: 

1.* La ausencia del lugar en que éstas se 
bren. 

2." Atenciones preferentes del servicio pill 

3.* Motivos de salud personal ó de famil 
■ocupaciones privadas inaplazables. 

4.^ Aquellas en cuya virtud dejen de asistii 
Junta central su Presidente ó sus Vocales. 

CAPÍTULO III 

Disposiciones comunes d los dos capítulos aníen 

Art. 35. Para los efectos de esta ley se re 
rán funcionarios públicos los de nombramiento 



Gobierno y los que por razón de su cargo desempe- 
ñen alguna función relacionada con las elecciones, así 
como los Presidentes y los Vocales de las Juntas del 
Censo electoral y los Presidentes é Interventores de 
las Mesas y Juntas de escrutinio. 

Art. 36. La jurisdicción ordinaria es la liníca 
competente para el conocimiento de los delitos elec- 
torales cualquiera que sea el fuero personal de los 
responsables. 

Para los efectos de las disposiciones de este título 
se entenderá que son delitos electorales los especial- 
mente previstos en esta ley, y los que, estándolo en 
el Código penal, afecten á la materia propiamente 
electoral, 

Art. 37. Cuando dentro del Colegio ó Junta elec- 
toral se cometiese algún delito, el Presidente manda- 
rá detener y pondrá á los presuntos reos á disposición 
de la Autoridad judicial. 

La acción penal que nace de los delitos especial- 
mente electorales es pública, y podrá ejercitarse hasta 
dos meses después del término del mandato conferido 
por la elección. 

Para s>u ejercicio no se exigirán depósito ni fianza. 

Los Jueces y Tribunales procederán según las 
reglas del Enjuiciamiento criminal. 

Art. 38. No se necesitará autorización para pro- 
cesar á ningún funcionario. 

Las causas en que por sentencia firme se exima 
de responsabilidad por obediencia debida, se remiti- 
rán sin dilación al Tribunal que sea competente para 
proceder contra el que dio la orden obedecida. El 
plazo de la prescripción á que se refiere el artículo 
anterior estará en suspenso, respecto de la Autoridad 
ó persona obedecida, desde que se principió á proce- 
der hasta el día en que el Tribunal competente haya 
recibido la sentencia firme en que se declare la exen- 
ción de la responsabilidad de la persona que obedeció. 

Cuando la Autoridad que dio la orden fuese un 
Ministro de la Corona, ó cuando de cualquier modo 
resultase indicada su responsabilidad, el Tribunal que 
conozca del proceso remitirá éste sin dilación al Con- 
greso de los Diputados, firme que sea la sentencia en 
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qae se declare U exención de reiponidbihdat 
antecedentes que del mi->mo resultara que sea 
cantea de la responsabilidad del M'iii^tro. 

ArL. 3*?. Son aplicable» en todo caso las 
síciones generales y especiales del Códii;o peni 
delitos previstos en esta ley, en cuanto dichas C 
ciones se refieran al concepto de los delitos cor 
sumados, fmstados y tentativas, á las parlicip: 
en ellos de las diversas personas que sean obj 
procedimiento, á las circunstancias modificaü 
la responsabilidad y á la consiguiente gradiu 
aplicación de las penas. 

Art, 40. El Tribunal á quien corresponda 
cución de las sentencias ñrmes dispondrá la p 
ción de éstas en el Boletín oficial de la provir 
que el hecho penado se hubiere cometido, y n 
un (jemplar de este periódico á la Junta cent 
Censo. 

Art. 41. Xo se dará curso por e! Miutst 
Ultramar, ni se inrormará por los Tribunales n 
Consejo de Estado, solicitud alguna de indulto i 
sa por delitos electorales, sin que conste previ; 
que los solicitantes han cumplido, por lo menos 
tad del tiempo de su condena en las penas per; 
y satisfecho la totalidad de las pecunarias y las 
Las Autoridades y los individuos de Corporac 
cualquier orden ó jerarquía, que infringiesen e 
posición, dando lugar A que se ponga á la res 
del Rey la solicitud de gracia, incurrirán en la : 
sabilidad establecida en et art. 369 del Código 

De toda concesión de indulto dará conocí 
el Gobierno A la Junta central del Censo. 

Art- i'¿. La corrección de las iniraccio 
rres pende: 

1 ." A los Presidentes del acto ó sesión en 
cometan. 

2° A las Juntas municipales ó provincií 
Censo, en las que respectivamente se relacioi 
los actos de los cuales deban entender dichas J 
sus Presidentes. 

Las Juntas municipales no podrán, sin en 
acordar corrección alguna respecto á las supt 
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pero si entendieren que la provincial ha cometido al- 
guna infracción, lo pondrán inmediatamente en cono- 
cimiento de la Central para la resolución que corres- 
ponda. 

Cuando los Jueces dejen de remitir á las Juntas 
del Censo los documentos necesarios para la forma- 
ción ó rectificación de éste, conforme á los reglamen- 
tos, lo comunicarán al Presidente de la Audiencia 
territorial respectiva, para que imponga la corrección, 
y darán cuenta de ella á la Junta central. 

3.° A la Junta central, las demás. 

La imposición de las multas se hará en resolución 
escrita motivada. Las que se impongan á virtud de 
lo dispuesto en el párrafo primero de este artículo, ó 
por las Juntas municipales, serán reclamables ante la 
Junta provincial dentro de dos días siguientes á la no- 
tificación, cuya Junta se limitará á confirmar ó revo- 
car el acuerdo. 

Las resoluciones revocatorias de la Junta provin- 
cial, como las de ésta en ejercicio de sus facultades 
propias, podrán apelarse en igual término ante la Jun- 
ta central, la cual podrá agravar, disminuir y confir- 
mar ó alzar la multa dentro del límite de sus atribu- 
ciones. 

Art. 43. Los Presidentes de colegio electoral ó 
de Junta de escrutinio, las Juntas municipales y los 
Presidentes de éstas no podrán imponer multa que 
exceda de 100 pesetas. 

Los Presidentes de Junta provincial y estas Juntas 
podrá imponer hasta 500 pesetas. 

La Junta central y su Presidente hasta 1.000 pe- 
setas. 

Art. 44. El pago de estas multas se hará en un 
papel especial que la Hacienda pública emitirá para 
el caso y entregará á cuenta á las Diputaciones pro- 
vinciales, cobrando sobre él un derecho del 20 por 100 
de su valor. El resto de su importe ingresará en la 
provincial respectiva. 

Si á los seis días de ser firme el acuerdo no se hicie- 
re efectiva la multa, se exigirá por la vía de apremio. 

En caso de insolvencia del multado, sufrirá éste 
un arresto personal á razón de un día por cada 5 pe- 
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setas de multa, sin que pueda exceder de diez días 
cuando fuere impuesta por la Junta municipal, su Pre- 
sidente ó Presidente de Mesa; de veinte si lo fuere 
por la Junta provincial, su Presidente ó por los de las 
Juntas de escrutinio, y de treinta si lo fuere por la 
Junta central ó su Presidente. 

DISPOSICIONES TKANSJTORIAS 

Primera. Dentro de los tres días siguientes á la 
publicación de esta ley en las Gacetas de la Habana y 
Puerto Rico se constituirá en cada una de las capitales 
de las islas una Junta que se denomirá Junta insular 
del Censo electoral, compuesta del Gobernador general 
Presidente; de las Salas de gobierno de las Audiencias 
de la Habana y Puerto Rico respectivamente; de diez 
individuos, elegidos por el Gobernador general, entre 
los de mayor significación, para representar en la Jun- 
ta á los partidos políticos de la Isla, y del Secretario de 
Gobierno general, con voz y sin voto este último, que 
desempeñará las funciones de Secretario Además, el 
Gobernador civil de la Habana formará parte de la 
Junta insular del Censo electoral de la isla de Cuba. 

Las facultades de estas Juntas serán: 

1.* Inspeccionar y dirigir los servicios que se 
refieran á la formación y conservación del Censo. 

2.* Conservar los ejemplares impresos de las lis- 
tas definitivas, copiadas de los Registros provinciales. 

3.* Comunicarse, por medio del Presidente, con 
todas las Autoridades y funcionarios públicos. 

4.* Recibir y resolver cuantas quejas se le di- 
rijan. 

5.* Ejercer jurisdicción disciplinaria sobre todas 
las personas que intervengan con car4cter oficial en 
las operaciones electorales, imponiendo multas hasta 
la cantidad de 1.000 pesetas, las que, en su caso, exi- 
girán por su orden los Jueces de 1.* instancia. 

6.* Resolver las cuestiones que se susciten en la 
ejecución de esta ley y de su reglamento, adaptando 
lo dispuesto en ambos á las condiciones de las islas, 
para asegurar la independencia y la verdad del voto. 

Además, la Junta insular de Cuba ordenará lo que 
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time oportuno para que se celebren las elecciones 

los distritos en que el estado de la insurrección no 
rmita formar á su tiempo el Censo electoral, ni ve- 
icar dichas elecciones con arreg;lo á lo dispuesto en 
ta ley y los reglamentos. Al efecto, para cada uno 

los referidos distritos nombrará Delegados, los coa- 
i, en unión de siete mayores contribuyentes por te- 
itorial é industrial, y siete capacidades, procederán 
b-erificar la elección, ateniéndose á las instrucciones 
e la Junta insular les comunique. 

Segunda. En cumplimiento de lo dispuesto en el 
tículo 4." de esta ley, antes del dfa 26 de diciembre 
óximo, los Presidentes de las Audiencias nombrarán 
! Magistrados que han de presidir las Juntas provin- 
Ues del Censo electoral y los funcionarios que han 

presidir las municipales en la^ localidades en que 

haya Jueces de primera instancia. 

Tercera. Para que á la mayor brevedad puedan 
lebrarse las elecciones, y funcionen los nuevos or- 
nismos políticos y administrativos en las islas de 
iba y Puerto Rico, se procederá del modo siguiente: 
El día l.° de enero de 1898, á las ocho de la ma- 
na, el Presidente de la Junta municipal del Censo 
jctoral, nombrado por el de la Audiencia de la pro- 
icia, procederá, en la Sala de sesiones del Ayunta- 
:ento, y en sesión pública, á. la constitución de dicha 
nta municipal, del modo prevenido en et artículo 4,° 

esta ley. 

Seguidamente, el Alcalde pondrá de manifiesto el 
limo empadronamiento, y entregará al' Presidente 

la Junta una lista duplicada por orden alfabético y 
n numeración correlativa, de lodos los vecinos ma- 
res de veinticinco aftos que consten en dicho empa- 
onamiento, que exprese su edad, domicilio y profe- 
>n, y si saben leer y escribir. Todos los pliegos de 
ta lista estarán firmados por el Alcalde y el Secre- 
rio del Ayuntamiento. 

Acto continuo, el Presidente, bajo su responsabi- 
ad, hará fijar uno de los dos ejemplares ae esta lista 

el sitio acostumbrado para los edictos y bandos 
inicipales, y á la vez hará saber por bando Ó por 
egón que el dfa 5 del mismo mes de enero, á las ocho 



lañana, se reunirá en sesión pública U 
pat del Censo en la Sala de sesiones del 

ites de dicho día 5, los Jueces de 1.* in; 
■án, á los Presidentes de las Juntas muni 
nso respectivas, lista certificada délas res 
liciales ñrmes que afecten á la capacidad 
los vecinos de cada Ayuntamiento, y los 
pales, lista también certificada de los ei 
:inos que hubiesen fallecido desde la fec 
empadronamiento quinquenal, 
dia 5 de enero, la Junta municipal se co 
esión pública en el local y á la hora mei 
el Presidente pondrá sobre la mesa la I 
i formada por el Alcalde, el empadrona 
y las certificaciones remitidas por los Ji 
L Junta oirá cuantas reclamaciones se haj 
ilusiones, exclusiones 'y rectificaciones, 
lamaciones de inclusión será bastante ac 
s testigos, que el individuo c-jya incluf 
as se solicita, reúne las condiciones Icfra 
elector. 

irminada la sesión pública, seguidamente 
;ederá á la formación de las listas siguiei 
' De todos los vecinos á quienes corre 
cho electoral, según el empadronamient' 
' De los fallecidos con posterioridad á 
ronamiento, formada con los datos reí 
. Jueces municipales respectivos. 
' De los que se hallen en casos de incap 
¡tas listas se publicarán como previene el 
lero de esta disposición, en los tres días s 
ranie los cuales se podrá apelar á la Jur 

1 esta misma sesión, la Junta municipal < 
istribución de los electores del Munici 
íes, si éstos excedieran de 500, asignand 
. un número próximamente igual dentrc 
iones de cada localidad. 
;cho esto, se copiarán por duplicado de 
ista, por orden alfabético, los nombres 
es de cnda Municipio, separándolos por 
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ñes, y estas copias constituirán las listas definitivas. 
Una de ellas se remitirá el día 9 de enero, juntamente 
con certiñcado del acuerdo de la división del Munici- 
pio en secciones, y de las reclamaciones que se hayan 
presentado, á la Junta provincial del Censo, la cual 
dictará las resoluciones que estime oportunas, hará 
en su caso las modificaciones procedentes, y ordenará 
que se impriman las listas de electores en el Boletín 
de la provincia antes del 20 de enero. 

Un ejemplar impreso de la lista correspondiente á 
cada Municipio, autorizada por el Presidente y el Se- 
cretario de la Junta provincial y selladas todas las 
hojas, se remitirá en pliego certificado al respectivo 
Presidente de la Junta municipal, el cual dará conoci- 
miento á ésta, y hará fijar al público por espacio de 
tres días inmediatos una copia de aquel ejemplar, que 
quedará archivado. De la exactitud completa de la 
copia responderán el Presidente y el Secretario de la 
Junta municipal. 

. Ejemplares iguales remitirá también en pliego 
certificado, el Presidente de la Junta provincial á las 
Autoridades que determine el reglamento. 

Contra las resoluciones que dicten las Juntas pro- 
vinciales en virtud de esta disposición transitoria, no 
se dará otro recurso que el de queja á la Junta insular. 

El día anterior al señalado para las primeras elec- 
ciones que hayan de verificarse después de la publica- 
ción de esta ley, se reunirán las Juntas municipales 
del Censo y acordarán la inclusión en las listas elec- 
torales de los que la soliciten hasta aquel día y acre- 
diten con dos testigos, que reúnen las condiciones 
exigidas por esta ley para ser elector. 

Los ¡ocluidos por virtud de estos acuerdos ó por 
las resoluciones de la Junta insular, ejercerán su de- 
recho en la sección á que corresponda su domicilio. 

Cuarta. Mientras no se haga una nueva división 
en distritos electorales para Diputados á Cortes en el 
territorio de las islas de Cuba y Puerto Rico, se decla- 
ra subsistente la que rige en la actualidad. 

Las Juntas insulares del Censo electoral harán la 
división del territorio de las islas en distritos y cir- 
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solamente en relación con el distrito ó circunscripción 
en que se haga la obra ó servicio público. 

3.** Los que desempeñen ó hayan desempeñado 
un año antes, en el distrito ó circunscripción en que 
la elección se verifique, cualquier empleo, cargo ó 
comisión de nombramiento del Gobierno, ó ejercido 
autoridad de elección popular, en cuyo concepto se 
comprenden los Presidentes de las Diputaciones y los 
Diputados que durante el año anterior hubiesen des- 
empeñado el cargo de individuo de las Comisiones 
provinciales. 

Se exceptúan los Ministros de la Corona y los fun- 
cionarios de la Administración Central de las islas y 
de la Península. 

Las incapacidades á que se refiere este número 3.^ 
se limitan á los votos emitidos en los distritos ó en la 
circunscripción, ó adonde alcancen la autoridad ó fun- 
ciones de que haya estado investido el Diputado 
electo. 

Art. 6.** En cualquier tiempo en que un Diputa- 
do se inhabilitare después de admitido en el Congreso 
por algunas de las causas enumeradas en el artículo 
5.°, se declarará su incapacidad y perderá inmediata- 
mente el cargo. 

Art. 7.° Los que estén ya en posesión del cargo 
de Diputado á Cortes no podrán ser admitidos en el 
mismo Congreso por virtud de una elección parcial si 
no lo hubiesen renunciado antes de la convocación del 
distrito para dicha elección parcial. 

Art. 8.° El cargo de Diputado á Cortes es gra- 
tuito y volimtario, y se podrá renunciar antes y des- 
pués de haberlo jurado; pero la renuncia no podrá ser 
admitida sin aprobación previa del acta de la elección 
por el Congreso. 

Art. 22. En los distritos en que deba elegirse un 
Diputado, cada elector no podrá dar válidamente su 
voto más que á una persona; cuando se elijan más de 
uno, hasta cuatro, tendrá derecho á votar á uno menos 
del número de los que hayan de elegirse; á dos menos 
si se eligieren más de cuatro, y á tren menos si se eli- 
gieren más de ocho. 

Art. 37. Tendrán derecho á nombrar Interven- 
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lores para las Mesas electorales de las seccior 
comprendan el distrito ó circunscripción, los t 
tos siguientes: 

1," Los ex-Diputados á Cortes que hayar 
sentado el mismo distrito il otro cualquiera de 

2." Los que hubiesen luchado en el mis 
trito en elecciones anteriores y obtenido la qui 
te por o menos de total de votos emitidos. 

3." Los ex-Senadores elegidos por la Isl; 
pertenece el distrito ó circunscripción. 

4." Los candidatos para Diputados á Cor 
puestos por medio de cédulas firmadas por e 
del respectivo distrito ó circunscripción, ó po 
notariales con intervención del funcionario coi 
te, cuyos electores asciendan cuando menos á 
sima parte del total de los comprendidos en 
ultimada del distrito ó ci'cunscripción. 

Art. 73 Solamente por acuerdo del Conj 
podrá proceder á la elección parcial de Dipu 
uno ó más distritos, ó por haber quedado vac 
representación en las Cortes. 

Art. 74. Para los distritos que con arregí 
ley deben elegir tres ó más Diputados, solam 
entenderá que hay vacante en su representa 
las Cortes cuando por cualquier causa faltasen 
lo menos de sus Diputados 

Art. 75. El Real decreto convocando á li 
gios electorales de uno ó más distritos para t 
parcial de Diputados á Cortes se publicará en 
ceta de Madrid dentro de ocho días, contados c 
fecha de la comunicación del acuerdo del Co 
En el mismo Real decreto se señalará el día en 
de hacerse la elección, v no se podrá fijar este 
tes de los veinte ni después de los treinta, ci 
desde a fecha de la convocatoria. Simultáne 
se publicará el Real decreto en las Gacetas de 
baña y Puerto Rico, según ios ca^os, comuni» 
al efecto la oportuna orden telegráfica á los resp 
Gobernadores generales de una y otra Antilla. 

Art. 76. La elección parcial se hará en e: 
flalado, por los trámites y en la forma prescri 
esta ley para las elecciones generales. 
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Art. 77. El Congreso, en uso de la prorrogatív 
e le competo por el artículo 34 de la Constitucí<3 
aminará y juzgará de la legalidad de las eleccionf 
r los trámites que determine su reglamento, y adro 
A como Diputados á los que resulten legalmente eli 
ios y proclamados en los distritos, si reúnen la Ci 
cidad necesaria para ejercer el cargo y no está 
mprendidos en las incompatibilidades que declai 
ley 

Art. 78. En los casos de elección empatada, : 
!0 solo de los candidatos empatados tuviese aptitu 
jal para ser Diputado, será proclamado y admitid 
sde luego, una vez aprobada la elección. 

También será admitido desde luego y proclamad 
r el Conjíreso el que resulte legalmente elegido, ¡ 
biese en el acta protestas que aparezcan justificada 
ntra la votación del otro ú otros candidatos empE 
dos. 

A falta de estas diferencias, será proclamado D: 
.tado entre los candidatos empatados 

1.° El que hubiere ejercido más veces el cargt 

2." El que lo hubiere ejercido más tiempo. 

3." El mayor de edad. 

Art. 79 Las actas de las Juntas de escrutinií 
mitidas á la Junta Central en cumplimiento de I 
ipuesco en en el artículo 69, se entreganln por éstE 
cuanto lleguen A su poder, en la Secretaría del Coi 
eso, á cuya disposición tendrá aquella Junta en tod 
so los demás documentos referentes á actas elecU 
les. 

Art. 80. Dos Diputados, electos ó presunto; 
oclamados por las Juntas de escrutinio en elec .ioní 
nerales. deberán presentar la credencial respectiv 
ntro de dos meses, á contar desde el dia de la reí 
in de las Cortes. 

Para los proclamados en elección parcial, el plaz 
contará desde el día de su proclamación por la Jui 
de escrutinio. 

Se rntenderá que renuncia su cargo el que no pri 
nte la credencial dentro de los términos establecidí 
r este artículo, y en su consecuencia se declarará 1 
cante del distrito, ó Colegio correspondiente, de: 
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es de resolver el Congreso sobre la legalidac 
:cci6n. ' 

Art, 81. Si tin mismo individuo resultase e 
r dos ó más distritos á, la vez, optará por uno d 
te el Congreso dentro de los ocho días siguie 
aprobación de la última de sus acias, si enton 
/iese ya admitido como Diputado, ó de trcint. 
otro caso. 

A falta de opción expresa en uno ú otro téi 
cidirá la suerte ante el Congreso el distrito < 
rresponda, y se declarará la vacante con resp 
• demás. 

Art. 82. Los electores y los tandidatos qi 
:sen figurado en una elección, podrán acudir ; 
ingreso en cualquier tiempo, antes de la aprol 
I acta respectiva, con las reclamaciones que li 
ogan contra la validez ó resultado de la mism, 
m, ó contra la capacidad legal del Diputado i 
tes de que éste haya sido admitido. 

Art. 83. Cuando para poder apreciar y juz 
legalidad de una elección reclamada ante el O 
se estimase necesario practicar algunas inví 
mes en la localidad de la misma elección, el 
nte de la Cámara dará y comunicará directa 
; órdenes á la Autoridad judicial de? territ 
ien tenga por conveniente dar comisión al efe 
Autoridad comisionada se entenderá con el i 
esidente en el desempeño de su encargo, sin 
lad de intervención del Gobierno. 

Art. 84. Después de aprobada por el Coi 
a elección y de admitido el Diputado electo po 
se podrá admitir reclamación alguna ni vo 
Ltar sobre la validez de la misma elección, ni 
co schre la aptitud legal del Diputado, á no si 
asa de incapacidad posterior á su admisión. 

Madrid, 25 de noviembre de 1897.— Aprobaí 
M.— Sagasta. 
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